
La Restauración Conservadora (1930-1943)

Luego de la revolución del 6 de setiembre de 1930 Uriburu se hizo cargo del gobierno de la Nación. Nombró un Gabinete formada por viejos políticos conservadores. Asimismo, en los gobiernos provinciales colocó a figuras del nacionalismo. Los miliares ocuparon cargos en la presidencia y retuvieron los ministerios de Guerra y Marina. Inspirado en la ideología totalitaria de Mussolini propició la reforma de la Constitución y de la ley electoral por otro sistema que incluyera un esquema corporativo y la instauración del "voto calificado" en reemplazo de los partido políticos.
Así se llega a la Restauración Conservadora. Esto significa que volvió a instalarse en el país, el sistema que había sido superado por la democracia a través de la ley Sáenz Peña. No por nada a este período se lo conoce como la “Década Infame”: un grupo aristocrático se instaló en el poder mediante el fraude electoral y el ejército se transformó en un órgano de presión política que, periódicamente tomaba el control del país para “defender la democracia”.

Aunque los sucesivos gobiernos de la década del ’30 impulsaron programas de reactivación económica para combatir el hambre y la desocupación a partir del Modelo de Sustitución de Importaciones y de un Estado Interventor, en el plano político volvieron a las antiguas prácticas de fraude electoral, en las que los ciudadanos perdieron la libertad de elegir.

Entonces, volvió la oligarquía, el fraude electoral, la exclusión de los sectores sociales más castigados por crisis, los militares se sintieron con derechos a actuar como árbitros de la democracia, se suspendió la vigencia de la Constitución Nacional, se instaló una fuerte censura, un duro autoritarismo, y por supuesto conflictos y tensiones que no tardarían en reaparecer.

El nuevo gobierno tuvo un carácter fuertemente represivo. Mantuvo el estado de sitio establecido por el gobierno anterior el 5 de setiembre, y el día 8 decretó la Ley Marcial por la cual los habitantes del país quedaban bajo jurisdicción militar. Así, los civiles podían ser juzgados por tribunales militares habilitados para aplicarles la pena de muerte. Además, se expulsó del país a sindicalistas extranjeros y se encarceló y torturó a opositores considerados peligrosos. También se desplazó de cargos públicos a los funcionarios que habían demostrado adhesión al gobierno depuesto, entre ellos algunos jueces. El ex presidente Yrigoyen estuvo preso durante 18 meses.
Inicialmente, el gobierno de Uriburu contó con el apoyo activo del Ejército y los partidos políticos que habían participado en la conspiración: los conservadores, los radicales antipersonalistas y los socialistas independientes, y tuvo la aceptación pasiva de demócratas progresistas y socialistas. Sin embargo, este apoyo no sería ilimitado, tal como se revelaría poco después.
El gobierno de Uriburu fue rechazado por los partidos tradicionales y la opinión pública mayoritaria. Ni aún los sectores políticos que habían visto con buenos ojos el golpe contra Yrigoyen aceptaban las ambiciones del gobierno de modificar la ley electoral y la Constitución de 1853 para instalar un sistema corporativo. Los socialistas independientes y los conservadores organizaron entonces la Federación Nacional Democrática, con el objetivo de conseguir en breve el llamado a elecciones.

Ante las presiones políticas, el gobierno se comprometió a organizar elecciones en 1931 para renovar gobernadores y legisladores provinciales en Buenos Aires, Corrientes, Santa Fe y Córdoba. Uriburu esperaba que las urnas respaldaran el movimiento del 6 de setiembre. 

Sin embargo, la respuesta de las urnas hirió mortalmente a la revolución. En las elecciones de Buenos Aires triunfó el radicalismo por lo que el presidente suspendió los comicios en las demás provincias y estableció nuevamente el estado de sitio.

Quedaba demostrado que el golpe de estado no contaba con una mayoría más amplia que la que había elegido a Yrigoyen. En estas circunstancias el régimen nacionalista decayó y el ejército presionó al presidente para que llamara a elecciones presidenciales antes de finalizar el año.

El regreso de la democracia restringida.

Agustín P. Justo gravitó en la escena política del país durante 20 años, desde que ocupó el cargo de ministro de Guerra, durante la presidencia de Alvear, hasta su muerte, en 1942. Justo necesitaba una estructura política si quería alcanzar el poder en forma constitucional. En setiembre de 1931 tomó distancia de las ideas de Uriburu, al renunciar al cargo de Comandante en Jefe del Ejército. 

Logró el apoyo político de conservadores, socialistas independientes y radicales antipersonalistas para impedir el retorno del yrigoyenismo al poder, esta fórmula se tradujo en la Concordancia. El comicio presidencial representó un retorno a las prácticas fraudulentas. Se quebrantaba así la Ley Sáenz Peña y la participación de las mayorías. El resultado favoreció a la fórmula Agustín P. Justo- Julio A. Roca (h); así ganó las elecciones presidenciales de 1931, aunque con la abstención de la UCR.
Justo asumió la presidencia el 20 de febrero de 1932 y procuró en todo momento destacar el aspecto civil de su gobierno y eliminar toda impresión de continuidad respecto de su antecesor.  Proclamó el advenimiento de un período de reconciliación nacional: levantó el estado de sitio y dictó la amnistía de los presos políticos. De este modo, recuperó la libertad Hipólito Yrigoyen, quien falleció al poco tiempo, en julio de 1933. Además, designó preferentemente a civiles (con fuerte presencia de antipersonalistas y socialistas independientes en el gabinete) y exigió el apartamiento de las Fuerzas Armadas de toda función ajena a sus misiones específicas. 

Más allá de estas medidas, tanto la política de Justo como la de Uriburu representaban claramente la restauración de los grupos dirigentes tradicionales, vinculados a la economía agroexportadora.

En el Congreso, el oficialismo pudo mantener el control del Congreso, dada la política de abstencionismo de la UCR, situación que se mantendría hasta 1935. El vacío dejado por los radicales en el Congreso sería ocupado por el partido Socialista y Demócrata Progresista. 

El regreso de los civiles a la presidencia.

Al finalizar su período de gobierno, Justo eligió como candidato oficial para la sucesión presidencial a Roberto Marcelino Ortiz, que era un radical antipersonalista. Como vicepresidente, los conservadores lograron imponer a Ramón Castillo, senador por Catamarca.

En las elecciones de 1938 triunfó la fórmula Ortiz-Castillo, con una relevante presencia del fraude. El presidente Ortiz asumió en febrero de ese año y, consciente de lo espurio de su mandato, intentó purificar las formas electorales y ganarse el apoyo de los radicales. Para ello procedió a intervenir todas las provincias en las cuales se produjeron comicios viciados. Esto le valió el apoyo no sólo del radicalismo y otras fuerzas democráticas, sino también de sectores de las Fuerzas Armadas que veían con preocupación la pérdida de legitimidad del sistema en amplios sectores de la población. Sin embargo, la gestión del presidente estuvo plagada de conflictos y contratiempos, en especial, el rápido deterioro de su salud y el estallido de la Segunda Guerra Mundial, que tendría una influencia decisiva en el desarrollo político y económico de la Argentina.
En 1940, sus problemas de salud, lo obligaron a delegar el poder en el vicepresidente  Ramón Castillo; renunció en junio de 1942 y murió poco después. 

Castillo, apoyado por los sectores conservadores y nacionalistas, gobernó sin tener en cuenta al Congreso y estableció el estado de sitio. Mantuvo la neutralidad frente a la Segunda Guerra Mundial, entre otras razones, por cuestiones económicas. Las exportaciones a Gran Bretaña dependían del mantenimiento de las relaciones diplomáticas con Alemania. Si se iniciaba acciones hostiles hacia el Eje, el comercio marítimo se vería amenazado por la guerra en el Atlántico.



